
 

 

 

 

 

 

 

 

1. ¿Qué es?   

 

El Ayuntamiento de Madrid ha implementado la nueva Tasa por la Prestación del 

Servicio de Gestión de Residuos de Competencia Municipal, en cumplimiento de lo 

dispuesto en la Ordenanza Fiscal 8/2024, de 23 de diciembre, aprobada en desarrollo 

de la Ley 7/2022, de residuos y suelos contaminados para una economía circular.  

 

2. ¿Cómo se calcula?   

 

A estos efectos, la nueva tasa se calcula en función del valor catastral de inmueble, la 

cantidad de residuos generados y el nivel de reciclaje del barrio en que se ubica la 

propiedad. 

 

3. ¿A quién se aplica?   

 

Esta nueva Tasa se aplica a viviendas y locales comerciales. Se excluye de su pago a 

garajes, trasteros, solares, edificios en ruina y aquellos inmuebles que entreguen la 

totalidad de sus residuos a un gestor autorizado. 

 

4. ¿Cuánto se paga?   

 

Los recibos con la propuesta de liquidación para el 2025 ya se están enviando a los 

titulares de los inmuebles y en ellos se incluye el periodo de pago voluntario. En años 

posteriores, se incluirá en el padrón de la tasa, pudiéndose ya solicitar su domiciliación 

al igual que sucede con el IBI. 
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5. ¿Se puede recurrir está Tasa?   

 

Sí, al ser una propuesta, se puede interponer recurso de reposición o reclamación 

económico-administrativa contra el Ayuntamiento de Madrid en el plazo de un mes 

desde su notificación.  La interposición de un recurso o reclamación no paraliza el 

procedimiento de recaudación por lo que, con independencia de ello, deberá abonarse 

el importe de la Tasa en el plazo fijado para ello (salvo solicitud de suspensión o 

aplazamiento/fraccionamiento). 

 

6. ¿Cuál es la base legal para recurrir?   

 

La ordenanza vulnera el mandato legal contenido en la Ley 7/2022, así como diversos 

principios generales de ordenación de las tasas, lo que podría determinar su 

anulabilidad.  

Estas vulneraciones, que se detallan a continuación, evidencian la existencia de vicios 

sustanciales que podrían determinar la anulabilidad de la ordenanza y de los actos 

administrativos dictados en su aplicación.  

 

a) Incumplimiento de los Elementos de Cuantificación 

El artículo 16 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales 

(TRLRHL) exige que las ordenanzas fiscales regulen la totalidad de los elementos de 

cuantificación del tributo. Sin embargo, la Ordenanza Fiscal 8/2024 omite parámetros 

esenciales para la determinación de la denominada “tarifa por generación”. 

En el caso de los inmuebles de uso residencial, no se contempla: 

• El número de personas empadronadas por vivienda. 

• La cantidad de residuos generados por persona, año y barrio. 

• El porcentaje de residuos correctamente separados. 

Respecto a los inmuebles de uso no residencial, la ordenanza no regula el método de 

cuantificación aplicable, lo que genera inseguridad jurídica y falta de transparencia. 

 

b) Distribución de Costes Contraria a la Ley 7/2022 

La Ley 7/2022 exige que los costes del servicio se distribuyan en función de la 

generación efectiva de residuos. Sin embargo, la ordenanza establece una distribución 

que prioriza el valor catastral del inmueble (82% del coste), dejando a la generación de 

residuos un papel secundario (18%). 

Esta estructura vulnera las exigencias introducidas por la Directiva (UE) 2018/851 y la 

propia Ley 7/2022, que imponen la necesidad de una determinación previa del volumen 

de residuos generados por actividad individualizada. 



Además, la cuantificación de la “tarifa por generación”, mediante la que se distribuye el 

18% de los costes, tampoco cumple con lo establecido en la Ley 7/2022, ya que: 

• En inmuebles residenciales, se vulnera el mandato legal de distribuir los costes 

en función de la generación de residuos, ya que no se tiene en consideración ni 

el número de ocupantes ni su comportamiento en la separación de residuos. 

• En inmuebles no residenciales, también se vulnera el mandato legal de distribuir 

los costes en función de la generación de residuos por aplicar un tratamiento 

uniforme a actividades con el mismo uso catastral, ignorando la generación de 

residuos realizada por cada contribuyente. Asimismo, se agrupan miles de 

inmuebles en “zonas homogéneas”, aplicándoles una tarifa común pese a la 

existencia de diferencias sustanciales. 

 

c) Regla de No Sujeción Injustificada 

La ordenanza establece una regla de no sujeción para los inmuebles que entregan la 

totalidad de sus residuos a un gestor autorizado. Esta disposición carece de justificación 

jurídica, ya que dichos inmuebles también se benefician del servicio general de gestión 

de residuos, directa o indirectamente, y deberían contribuir a su financiación conforme 

al principio de solidaridad fiscal. 

 

7. Conclusión 

 

En conclusión, las irregularidades expuestas evidencian la ilegalidad de la Ordenanza 

Fiscal 8/2024, lo que conlleva la nulidad de pleno derecho de los actos administrativos 

dictados en su aplicación. Por tanto, recomendamos valorar la interposición de 

recursos administrativos y, en su caso, contencioso-administrativos a fin de 

anular las liquidaciones recibidas por esta Tasa y, así, obtener la devolución de 

las cantidades indebidamente abonadas. 

 


